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I. ComunIdad autónoma
1. Disposiciones Generales

Presidencia

6789 Ley 1/2008, de 21 de abril, por la que se 
modifica la Ley 4/1996, de 14 de junio, del 
Estatuto de los Consumidores y Usuarios de 
la Región de Murcia.

El Presidente de la Comunidad Autónoma de la Re-
gión de Murcia

Sea notorio a todos los ciudadanos de la Región de 
Murcia, que la Asamblea Regional ha aprobado la Ley 
1/2008, de 21 de abril por la que se modifica la Ley 4/1996, 
de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y Usua-
rios de la Región de Murcia.

Por consiguiente, al amparo del artículo 30.Dos, del 
Estatuto de Autonomía, en nombre del Rey, promulgo y or-
deno la publicación de la siguiente Ley:

Preámbulo
La Región de Murcia ejerció tempranamente sus 

competencias legislativas en materia de defensa del con-
sumidor y usuario, una vez asumidas mediante la reforma 
del Estatuto de Autonomía llevada a cabo por la Ley Or-
gánica 4/1994, de 24 de marzo. El resultado de aquella 
iniciativa fue la vigente Ley 4/1996, de 14 de junio, del 
Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de 
Murcia. Esta Ley contiene el Estatuto básico de los con-
sumidores y usuarios, esto es, ese conjunto de derechos 
específicos que se otorga a la parte más vulnerable y en 
evidente situación de desigualdad en las relaciones econó-
micas existentes en un mercado cada vez más complejo. 
Ese régimen estatutario es una consecuencia ineludible 
del Estado social y democrático de Derecho que consagra 
la Constitución Española. Pero el Estatuto de los Consu-
midores y Usuarios de la Región de Murcia va más allá 
de esa imprescindible proclamación de un catálogo de 
derechos, pues define también el marco de la interven-
ción administrativa en este ámbito para dar así un efectivo 
cumplimiento al mandato de defensa de los consumidores 
y usuarios que el artículo 51 de la Constitución Española 
dirige a todos los poderes públicos. Además, se trata éste 
de un mandato cuya importancia social y política no cesa 
de aumentar.

Sin duda alguna, las previsiones contenidas en el 
Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de 
Murcia han sido de gran utilidad y han servido durante to-
dos estos años para ofrecer unos niveles adecuados de 
protección a los consumidores y usuarios. Sin embargo, la 
experiencia adquirida en todo este tiempo, la aparición de 
ámbitos donde se ha puesto de manifiesto la existencia de 
algunos déficits de protección y la intención de avanzar un 
paso más en la defensa de los consumidores y usuarios 

hacen ineludible abordar una importante reforma de su ar-
ticulado.

Las líneas directrices sobre las que se articula esta 
reforma son tres:

a) El fortalecimiento de las asociaciones de consumi-
dores y usuarios como cauce natural de la representación, 
participación y consulta de los consumidores y usuarios. 

b) La potenciación de los instrumentos administrati-
vos para la protección de los consumidores y usuarios.

c) La definición y reconocimiento del papel de las ad-
ministraciones locales en este ámbito.

II
La ley consta de siete artículos, a través de los cua-

les, mediante bloques temáticos uniformes, se realiza una 
modificación de la redacción de veinticinco artículos y se 
añaden nuevos preceptos. Para una mayor garantía del 
principio de seguridad jurídica, en aquellos supuestos en 
los que eran varios los apartados de un mismo precepto 
que se debían modificar se ha dado una nueva redacción 
completa al precepto, incluso incorporando literalmente los 
apartados que no precisaban modificación alguna. Precisa-
mente, ha sido este mismo objetivo de conseguir la mayor 
claridad normativa posible el que ha justificado que esta 
ley se haya separado del modelo de las leyes de artícu-
lo único recomendado para las normas de este contenido 
por las directrices de técnica normativa propias de la Admi-
nistración del Estado. La aplicación de dicha técnica en el 
presente supuesto originaría un artículo único de más de 
treinta apartados -uno por artículo-, lo que diluiría la visión 
de conjunto de los fines de la reforma, dificultaría su lectu-
ra y, en definitiva, su comprensión por los ciudadanos, que 
debe ser el objetivo último de las mencionadas directrices 
de técnica normativa. 

III
El artículo segundo establece el derecho de los con-

sumidores y usuarios a la libertad de elección en el marco 
de una economía de mercado. Esta libertad constituye un 
presupuesto ineludible para la garantía de los legítimos in-
tereses económicos y sociales de los consumidores a los 
que se refiere el artículo 8 del Estatuto de los Consumido-
res, especialmente en el actual contexto económico, donde 
la globalización de la economía ha potenciado la concen-
tración empresarial en general y muy particularmente en 
sectores clave para los consumidores y usuarios.

El artículo tercero da una nueva redacción a todo el 
capítulo IV del título II de la Ley 4/1996, relativo al Dere-
cho a la representación, participación y consulta. Se toma 
como punto de partida la regulación que, en materia de 
asociaciones de consumidores, la Ley 44/2006, de 29 de 
diciembre, de mejora de la protección de los consumidores 
y usuarios, declara aplicable a todo el Estado. La nueva 
redacción del capítulo IV introduce un extenso catálogo 
de derechos y funciones de las asociaciones de consu-
midores y usuarios como pieza clave en el sistema jurí-
dico de protección al consumidor; delimita el marco de la 
colaboración entre éstas y las Administraciones públicas 
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competentes en la materia; y se aprovecha también para 
incorporar ciertas precisiones sobre transparencia que 
encuentran su base en la mencionada legislación estatal. 
Especial mención merece también la nueva configuración 
legal del Consejo Asesor Regional de Consumo que deja 
de ser un órgano consultivo de la Administración regional 
para convertirse en el máximo órgano colegiado de consul-
ta, participación, coordinación, diálogo y concertación en 
materia de consumo, en el que también se integran ahora 
las administraciones municipales. 

El artículo cuarto afronta la reforma de dos instrumen-
tos administrativos esenciales para la protección de los de-
rechos e intereses de los consumidores y usuarios: por un 
lado, la inspección administrativa y, por otro, la adopción 
de medidas de reacción de naturaleza no sancionadora 
ante situaciones de riesgo o lesión a esos derechos (retira-
da del mercado de productos inseguros, cierre de estable-
cimientos, etc.). La labor inspectora constituye uno de los 
pilares esenciales de la intervención administrativa para la 
protección de los consumidores. Es esta actividad, junto 
con las reclamaciones de los consumidores y la colabora-
ción de las asociaciones de consumidores, la que permite 
a los órganos de defensa del consumidor un conocimiento 
de la realidad. Lógicamente, el mero establecimiento de 
unos deberes dirigidos a los operadores económicos con 
el objeto de proteger a los consumidores y usuarios no es 
suficiente. La Administración debe verificar que tales debe-
res se cumplen y para ello debe contar con las potestades 
necesarias. En esta línea, la ley potencia esas potestades 
con el objeto de que no sean insuficiencias normativas las 
que originen una imposibilidad de actuación de las admi-
nistraciones públicas y, a la postre, una indefensión del 
consumidor. Pero todo ello acompañado de las debidas 
garantías para el inspeccionado. Sin embargo, además de 
la facultad inspectora, los órganos de defensa del consu-
midor -y en casos de urgencia, los propios inspectores de 
consumo- deben tener también las potestades necesarias 
para poder reaccionar con rapidez y con firmeza frente a 
aquellas conductas que ponen en riesgo o lesionan los de-
rechos de los consumidores y usuarios. Es esto último lo 
que se afronta con la nueva redacción del artículo 20.4, 
donde se cubren algunas lagunas existentes en la Ley 
4/1996 en lo relativo a la protección del derecho a la infor-
mación de los consumidores.

El artículo quinto acomete una extensa reforma del 
régimen sancionador, que es otro de los instrumentos de 
los que la Administración dispone para la protección de los 
derechos de los consumidores. Se introducen nuevos tipos 
que vienen a subsanar importantes omisiones de la Ley 
4/1996, con las desfavorables consecuencias que ello ha 
tenido para los consumidores. Entre otros, podrían desta-
carse el fraude en la prestación de servicios de instalación 
o reparación de bienes y de asistencia en el hogar; el in-
cremento de precios en los repuestos; la realización de ac-
tividades sin los seguros o avales legalmente impuestos -
previsión que tiene especial trascendencia en el ámbito de 
la compraventa de vivienda-; o la inclusión o aplicación de 
cláusulas abusivas en la oferta o promoción de productos 

o servicios, en los contratos o en la propia ejecución de és-
tos. Igualmente, se incorpora el nuevo tipo introducido por 
la mencionada Ley 44/2006, de 29 de diciembre, de mejora 
de la protección de los consumidores y usuarios. El tipo se 
reproduce literalmente con la finalidad de ofrecer un catá-
logo completo de infracciones en la materia, generando así 
mayor seguridad jurídica y facilitando la integración de este 
tipo en el conjunto del régimen sancionador establecido en 
esta ley (atenuantes, agravantes,...). Se simplifica la apli-
cación del régimen sancionador y se introduce un nuevo 
sistema para la graduación de las sanciones, con el objeto 
de cumplir rigurosamente con el principio constitucional de 
tipicidad y facilitar su aplicación administrativa. Finalmente, 
este nuevo sistema intenta potenciar que la potestad san-
cionadora sirva también con eficacia a la protección de los 
derechos de los consumidores, estableciendo una serie de 
atenuantes que conllevarán una importante reducción de 
la cuantía de la sanción en aquellos supuestos en los que 
el imputado subsane las irregularidades o repare los daños 
y perjuicios ocasionados al consumidor. 

El artículo sexto, mediante la adición de un nuevo tí-
tulo IV relativo al papel de la Administración local en la de-
fensa y protección de los consumidores y usuarios, cubre 
otro de los objetivos esenciales de esta ley. Se explicitan y 
aumentan las competencias municipales en esta materia, 
no sólo para cumplir con el mandato constitucional de la 
autonomía local, sino también para satisfacer las legítimas 
aspiraciones de los municipios de la Región de Murcia en 
un ámbito que en muchas ocasiones es muy adecuado 
para su actuación. Además, con ello se pretende incre-
mentar los medios personales y materiales dedicados a la 
protección de los consumidores lo que, a buen seguro, re-
dundará en su beneficio. Esta atribución de competencias 
a los municipios lógicamente se limita a aquellos asuntos 
de consumo más específicamente locales. Para ello se ha 
tenido en cuenta la diversa capacidad de los municipios 
y se han previsto siempre unos mecanismos autonómicos 
de coordinación y colaboración.

Artículo 1.- Modificación del artículo 2 de 
la Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los 
Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.

“Artículo 2.- Ámbito de aplicación y definiciones.
1. La presente Ley será de aplicación a las relaciones 

entre consumidores o usuarios y empresarios en la Región 
de Murcia.

2. A los efectos de la presente Ley son consumidores 
o usuarios las personas físicas o jurídicas que actúan en 
un ámbito ajeno a una actividad empresarial o profesional.

3. A los efectos de la presente Ley se considera em-
presario a toda persona física o jurídica que actúa en el 
marco de su actividad empresarial o profesional, ya sea 
pública o privada.

4. A los efectos de la presente Ley se considera pro-
ductor al fabricante del bien o al prestador del servicio o 
intermediario, o al importador del bien o servicio en el te-
rritorio de la Unión Europea, así como a cualquier persona 
que se presente como tal al indicar en el bien, ya sea en 
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el envase, el envoltorio o cualquier otro elemento de pro-
tección o presentación, o servicio su nombre, marca u otro 
signo distintivo.

5. A los efectos de la presente Ley es producto todo 
bien mueble conforme a lo previsto en el artículo 335 del 
Código Civil.

6. A los efectos de la presente Ley es proveedor el 
empresario que suministra o distribuye productos en el 
mercado, cualquiera que sea el título o contrato en virtud 
del cual realice dicha distribución”.

Artículo 2.- Adiciones al artículo 8 de la Ley 4/1996, 
de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y 
Usuarios de la Región de Murcia.

Uno. El apartado g del artículo 8 queda redactado en 
los siguientes términos:

“g) La prohibición del corte del suministro de servi-
cios públicos o de interés económico general de prestación 
continua, sin constancia fehaciente de recepción previa por 
el consumidor y usuario de una notificación concediéndole 
plazo suficiente para subsanar el motivo que pueda esgri-
mirse como fundamento del corte y sin las previas autori-
zaciones administrativas o judiciales que, en su caso, pue-
dan proceder. La citada prohibición incluye, en particular, 
los servicios de agua potable, electricidad, teléfono y gas, 
y no estará referida a los cortes de suministro de carácter 
general por averías, reparaciones u otros análogos.”

Dos. Se añade un apartado II) al artículo 8: 

“ll) La libertad de elección entre los distintos sumi-
nistradores de productos, bienes y servicios existentes y a 
que se respeten las reglas de la economía de mercado.”

Artículo 3.- Modificación del capítulo IV del título II 
de la Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los 
Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.

El capítulo IV del título II de la Ley 4/1996, de 14 
de junio, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de 
la Región de Murcia, queda redactado en los siguientes 
términos: 

“Capítulo IV

Derecho a la representación, participación y consulta
Artículo 14.- Asociaciones de consumidores y 

usuarios.
1. Las Asociaciones de consumidores y usuarios 

constituyen el cauce idóneo de representación, participa-
ción y consulta de los consumidores y usuarios.

2. A los efectos de esta ley, tienen la consideración de 
asociaciones de consumidores y usuarios las siguientes:

a) Las entidades sin ánimo de lucro constituidas con-
forme a la legislación sobre asociaciones cuya finalidad, 
recogida en sus estatutos, sea la información, educación, 
formación, defensa y protección de los derechos e inte-
reses de los consumidores y usuarios, bien con carácter 
general bien en relación con productos o servicios deter-
minados. Su organización y funcionamiento serán demo-
cráticos.

b) Las entidades constituidas por consumidores y 
usuarios conforme a la legislación de cooperativas, en 
cuyo objeto social se incluya la información, educación, 
formación, defensa y protección de los derechos e intere-
ses de sus socios como consumidores y usuarios, y que 
dispongan de un fondo social de, al menos, el 15 por cien-
to de los excedentes netos de cada ejercicio económico 
destinado exclusivamente a tales fines. 

3. Las asociaciones de consumidores y usuarios de-
berán figurar inscritas en un registro administrativo, cuya 
regulación reglamentaria fijará igualmente los requisitos 
mínimos de implantación territorial, número de asociados y 
programas de actividades a desarrollar que deberán acre-
ditar para su inscripción. Tras su denominación, estas aso-
ciaciones de consumidores y usuarios indicarán su número 
de inscripción registral.

4. La Administración podrá pedir a las asociaciones 
de consumidores y usuarios inscritas o a las que soliciten 
su inscripción cuanta documentación e información sea 
precisa para verificar el cumplimiento y mantenimiento de 
los requisitos exigidos. Asimismo, las asociaciones y la ad-
ministración podrán realizar, por sí o mediante la contrata-
ción con entidades externas e independientes, auditorías 
de cuentas con idéntica finalidad.

5. En particular, como instrumento de transparencia, 
las asociaciones inscritas deberán depositar en el órgano 
competente en materia de consumo de la Administración 
regional los marcos de colaboración con operadores del 
mercado que establezcan los convenios o acuerdos de co-
laboración que suscriban con éstos o sus asociaciones o 
fundaciones, así como sus modificaciones, prórrogas o de-
nuncias, y las cuentas anuales de la asociación; todo ello 
conforme a los artículos 29 a 31 del Real Decreto Legisla-
tivo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley General para la Defensa de los 
Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. 
La información depositada será pública.

Artículo 15.- Derechos y funciones de las asocia-
ciones de consumidores y usuarios. 

1. Son funciones y derechos de las asociaciones de 
consumidores y usuarios, entre otros:

a) Informar, formar y educar a sus socios, pudiendo 
hacerlo extensible al conjunto de los ciudadanos en su ca-
lidad de consumidores y usuarios.

b) Asesorar y, en su caso, prestar asistencia jurídica 
a sus socios en el ejercicio y defensa de sus derechos e 
intereses pudiendo hacerlo extensible al conjunto de los 
ciudadanos en su calidad de consumidores y usuarios.

c) Propiciar y participar en la resolución extrajudicial 
de conflictos entre consumidores y usuarios y empresarios 
y profesionales, de conformidad con lo previsto por la nor-
mativa aplicable. 

d) Presentar ante los órganos judiciales o administra-
tivos correspondientes las denuncias que estimen oportu-
nas para la protección y defensa de los derechos e intere-
ses de los consumidores y usuarios.
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e) Ejercer las correspondientes acciones judiciales o 
extrajudiciales en defensa de sus socios, de la asociación 
y, en general, de los intereses y derechos de los consumi-
dores y usuarios, de conformidad con la legislación apli-
cable.

f) Ser oídas preceptivamente en consulta en el pro-
cedimiento de elaboración de proyectos de ley y de dis-
posiciones administrativas de carácter general que afecten 
a los intereses que representan; en el procedimiento de 
fijación de precios y tarifas sujetos a control de las admi-
nistraciones públicas de la Región de Murcia, en cuanto 
afecten directamente a los consumidores y usuarios; y en 
el procedimiento de elaboración de condiciones generales 
de la contratación de servicios prestados por las adminis-
traciones públicas de la Región de Murcia, bien directa-
mente o a través de empresas de capital mayoritariamente 
público. En el caso de existir consejos de consumo, el de-
recho de consulta se ejercerá preferentemente a través de 
los mismos.

g) Tener presencia en los órganos de consulta y par-
ticipación donde se conozcan asuntos que afecten direc-
tamente a los derechos e intereses de los consumidores 
y usuarios, de conformidad con las reglamentaciones es-
pecíficas de los órganos de consulta, y con las reglas de 
reparto que determine el Consejo Asesor. 

h )  O b t e n e r  i n f o r m a c i ó n  y  d a t o s  d e  l a s 
administraciones públicas de la Región de Murcia sobre 
los asuntos que afecten directamente a los derechos e 
intereses de los consumidores y usuarios, en el marco 
de la regulación estatal sobre el derecho de acceso a 
los registros y archivos administrativos y la protección de 
datos de carácter personal. 

i) Ser declaradas de utilidad pública.

j) Integrarse en agrupaciones y federaciones de idén-
ticos fines y, en su caso, de ámbito territorial más amplio.

k) Participar en sociedades mercantiles de acuerdo 
con los requisitos previstos en el artículo 28 del Real De-
creto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley General para la 
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes 
complementarias.

2. Las asociaciones de consumidores y usuarios 
ajustarán sus actuaciones a los principios de veracidad, 
buena fe, lealtad, diligencia e independencia frente a los 
operadores del mercado y a los poderes públicos conforme 
a lo dispuesto en el artículo 27 del Real Decreto Legislativo 
1/2007, de 16 de noviembre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General para la Defensa de los Consu-
midores y Usuarios y otras leyes complementarias. No po-
drán divulgar datos que no se encuentren respaldados por 
procedimientos, resultados analíticos o ensayos suficien-
temente contrastados ni podrá mermar su independencia 
la obtención de subvenciones u otros recursos públicos 
concedidos en base a criterios de objetividad. Todo ello 
de acuerdo con los principios y criterios establecidos en el 
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre. 

3. El incumplimiento de estos principios, requisitos 
y normas de actuación será causa de baja de la corres-
pondiente inscripción en el Registro, con la imposibilidad 
de volverse a inscribir en un plazo de cinco a siete años, 
en función de los perjuicios y alarma social ocasionados. 
La baja será acordada por el titular de la dirección general 
competente en materia de defensa al consumidor y usua-
rio, previa audiencia a la entidad afectada.

4. Las asociaciones empresariales serán oídas en 
consulta en el procedimiento de elaboración de las dispo-
siciones de carácter general relativas a materias que les 
afecten directamente. Se entenderá cumplido dicho trámite 
cuando se encuentren representadas en los órganos cole-
giados que participen en la elaboración de la disposición. 
En los demás casos, la notificación o comunicación se di-
rigirá a la federación o agrupación empresarial correspon-
diente.

Artículo 16.- Colaboración entre las administra-
ciones públicas y las asociaciones de consumidores 
y usuarios.

1. Las administraciones públicas de la Región de 
Murcia fomentarán el fortalecimiento del movimiento aso-
ciativo en el ámbito de la protección y defensa de los con-
sumidores y usuarios.

2. Las administraciones públicas de la Región de 
Murcia, en el ámbito de sus respectivas competencias, es-
tablecerán un marco de cooperación y colaboración con 
las asociaciones de consumidores y usuarios, a los efectos 
de desarrollar programas conjuntos de protección de los 
consumidores.

3. Las asociaciones de consumidores y usuarios po-
drán acceder a los instrumentos de colaboración previstos 
en el apartado anterior y a las subvenciones y ayudas que 
para la consecución de sus fines concedan las adminis-
traciones públicas de la Región de Murcia cuando estén 
inscritas en el Registro de Asociaciones de Consumidores 
y Usuarios de la Región de Murcia y cumplan con las con-
diciones o requisitos que en cada caso se establezcan.

Artículo 17.- Consejo Asesor Regional de 
Consumo. 

1. Se configura el Consejo Asesor Regional de Con-
sumo como máximo órgano colegiado de consulta, coordi-
nación, participación, diálogo y concertación en materia de 
consumo, adscrito a la Consejería competente en materia 
de defensa del consumidor y usuario.

2. El consejo estará integrado por representantes 
de las organizaciones más representativas, tanto 
empresariales como de consumidores y usuarios, de las 
consejerías con los ámbitos de actuación más relacionados 
con la protección del consumidor y de las administraciones 
municipales.

3. Reglamentariamente, se establecerá su composi-
ción, funciones y régimen de funcionamiento. En cualquier 
caso, los criterios sustantivos y de inscripción en el Re-
gistro de Asociaciones de Consumidores y Usuarios de la 
Región de Murcia que deban cumplir estas asociaciones 
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para formar parte del Consejo se fijarán en función de que 
su fin sea la defensa de los intereses de los consumidores 
y usuarios con carácter general o en relación con produc-
tos o servicios determinados; de sus socios al corriente 
de pago; de las oficinas de información a consumidores 
y usuarios de las que sean titulares; de sus delegaciones 
territoriales; de las actividades de consumo que hayan or-
ganizado; de su autofinanciación; de su pertenencia a ór-
ganos consultivos públicos y de su presupuesto.

Artículo 18.- Consejos municipales de consumo.
1. Los municipios impulsarán la creación de consejos 

de consumo, como órganos colegiados de carácter consul-
tivo en el diseño y aplicación de las políticas públicas que 
afecten al ámbito de la defensa del consumidor y usuario.

2. Estos consejos estarán integrados por represen-
tantes de los sectores implicados y, en todo caso, por las 
más representativas de su ámbito territorial.

Artículo 19.- Mesa de las asociaciones de consu-
midores y usuarios de la Región de Murcia.

1. Se configura la Mesa de las Asociaciones de 
Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia como 
instrumento de diálogo, coordinación, colaboración y 
cooperación.

2. La Mesa estará presidida por la Administración e 
integrada por representantes de las Asociaciones de Con-
sumidores y Usuarios en función de su representatividad y 
que cumplan con los requisitos establecidos por la norma-
tiva en vigor.

3.  Reglamentar iamente se determinará su 
funcionamiento, composición, estructura, periodicidad de 
sus reuniones y funciones, ostentando en todo caso las 
siguientes:

a) Fijar posición común de las Asociaciones de Con-
sumidores de la Región en relación a temas que afectan a 
los intereses de Consumidores y Usuarios.

b) Formular propuestas de interés en materia de pro-
tección de los Consumidores y Usuarios.

c) Solicitar información a las Administraciones Públi-
cas competentes sobre materias de interés general o sec-
torial que afecten a los Consumidores y Usuarios.

d) Cuantas otras funciones se le asignen reglamen-
tariamente.

Artículo 4.- Modificación de los artículos 20.4, 22, 
23 y 24 y adición del artículo 24 bis en la Ley 4/1996, 
de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y 
Usuarios de la Región de Murcia.

Uno. El apartado 4 del artículo 20 queda redactado 
en los siguientes términos: 

“4. Ante situaciones de riesgo inaceptable para la 
salud y seguridad de los consumidores y usuarios, o de 
lesión real de sus intereses económicos y sociales o de 
aspectos sustanciales de su derecho a la información, las 
administraciones públicas competentes en materia de de-
fensa del consumidor y usuario deberán adoptar, con la 
máxima celeridad e incluso inmediatamente, las medidas 

adecuadas, proporcionadas y estrictamente necesarias 
para eliminar o reducir dicho riesgo o lesión. Entre otras, 
estas medidas podrán consistir en el establecimiento de 
condiciones previas a la comercialización de un producto, 
bien o servicio; la suspensión cautelar o prohibición defini-
tiva de la oferta, puesta en el mercado o comercialización 
o prestación de productos, bienes o servicios; la clausura 
de establecimientos; la inmovilización cautelar; la retirada 
del mercado y, en su caso, recuperación de los consumi-
dores y usuarios de bienes o productos; su destrucción; y 
cualesquiera otras medidas instrumentales que garanticen 
la plena eficacia de las anteriores. Igualmente, las situa-
ciones de riesgo inaceptable para la salud deberán comu-
nicarse de forma inmediata a las autoridades sanitarias. 
Todo ello sin perjuicio de las competencias que ostenten 
otros órganos en virtud de normas sectoriales que también 
tengan como finalidad la protección del consumidor.

Los responsables de la elaboración, distribución, co-
mercialización o prestación de bienes y servicios deberán 
colaborar con las administraciones públicas competentes 
en la ejecución de las medidas adoptadas y realizar las 
actuaciones necesarias para su mayor eficacia. Los gastos 
que genere la ejecución de estas medidas serán a cargo 
de los responsables de los riesgos detectados, pudiendo 
acudirse al procedimiento administrativo de apremio para 
su exacción. 

En todo caso, las administraciones públicas compe-
tentes en materia de defensa del consumidor y usuario po-
drán advertir a los empresarios o profesionales del incumpli-
miento de alguno de sus deberes y, si resultara procedente, 
requerirles su subsanación en un concreto plazo.”

Dos. El artículo 22 queda redactado en los siguientes 
términos:

“Artículo 22.- Ámbito de la inspección de consumo. 
1. La actividad de inspección de consumo podrá re-

caer sobre todos los productos, bienes y servicios que se 
ofrecen, están destinados a ofrecerse o es razonablemente 
previsible que puedan ser utilizados por los consumidores 
y usuarios; así como sobre los establecimientos, el perso-
nal, las materias primas y cualesquiera otros elementos 
que se utilicen para su producción, distribución, comercia-
lización o prestación; y ello con la finalidad de verificar el 
cumplimiento de los deberes, prohibiciones y limitaciones 
impuestos normativamente o voluntariamente asumidos 
mediante la oferta, promoción y publicidad, que tengan 
por objeto proteger cualquiera de los derechos esenciales 
de los consumidores y usuarios establecidos en esta ley. 
Igualmente, será objeto de la inspección de consumo la 
perfección y ejecución de los contratos entre los consu-
midores y empresarios o profesionales, en cuanto en ello 
estén implicados los deberes impuestos a las administra-
ciones públicas por esta ley, sin perjuicio de las inspeccio-
nes que, para ciertos sectores o aspectos, correspondan a 
otras administraciones públicas o a otros órganos o servi-
cios de la propia Administración Regional.

2. La actividad de inspección de consumo se reali-
zará preferentemente sobre aquellos bienes, productos y 
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servicios considerados como de uso o consumo común, 
ordinario y generalizado; y especialmente en aquellas fa-
ses o ámbitos donde no existan otras inspecciones admi-
nistrativas con finalidades concurrentes, como la de carác-
ter sanitario.

3. Los distintos servicios de inspección de las Ad-
ministraciones públicas de la Región de Murcia actuarán 
coordinadamente, colaborarán entre sí y se informarán re-
cíprocamente de las irregularidades que detecten y cuya 
represión corresponda a otros órganos. Igualmente, pres-
tarán la asistencia, especialmente de carácter técnico, que 
les requieran los órganos competentes en materia de de-
fensa del consumidor y usuario. Las actuaciones realiza-
das conforme a su normativa por otros servicios de inspec-
ción tendrán plena validez en los procedimientos seguidos 
para la aplicación de esta ley.

4. Los inspectores de consumo, además de la activi-
dad de verificación a la que se refiere el apartado primero, 
en el curso de sus actuaciones inspectoras, podrán:

a) Informar y asesorar a los inspeccionados sobre 
sus deberes y la forma de cumplirlos.

b) Efectuar las advertencias y requerimientos a que 
se refiere el párrafo tercero del artículo 20.4.

c) Proponer a los órganos administrativos competen-
tes las medidas que consideren adecuadas a las irregulari-
dades que hayan detectado y colaborar en la ejecución de 
las que se acuerden.

d) Realizar las actuaciones inspectoras previas a un 
procedimiento sancionador o de otro tipo que considere 
necesarias el órgano competente para la incoación, así 
como colaborar en la tramitación de estos procedimientos, 
practicando las diligencias materiales que acuerde el ins-
tructor, así como la ratificación del contenido de las actas 
de inspección formalizadas.

e) Colaborar en la toma o suministro de datos con 
finalidad estadística o de estudios de mercado y en la pro-
gramación y evaluación de las campañas de inspección.” 

Tres. El artículo 23 queda redactado en los siguien-
tes términos:

“Artículo 23.- El estatuto del inspector de consumo. 
1. El inspector de consumo es aquel funcionario que 

con la correspondiente habilitación, incluso de carácter 
ocasional, realiza las actuaciones de inspección de con-
sumo. En el ejercicio de sus funciones tendrá la considera-
ción de agente de la autoridad a todos los efectos y podrá 
solicitar el apoyo, concurso, auxilio y protección de cual-
quier otra autoridad o sus agentes, que resulte precisa y 
éstos deberán prestarlo. Asimismo, en el desarrollo de las 
actuaciones inspectoras, podrá ser acompañado y auxilia-
do por personal técnico.

2. El inspector de consumo, en el ejercicio de sus 
funciones, tendrá las siguientes facultades:

a) Acceder sin previo aviso, pero en el horario laboral 
ordinario, a los locales y dependencias en los que se reali-
cen actividades con trascendencia para los consumidores 

y usuarios. En el caso de apreciar indicios de irregularidad 
que lo justifiquen, podrá acceder a los lugares en que pu-
dieran encontrarse pruebas relevantes, aunque no estén 
abiertos al público en general, sin perjuicio de la necesidad 
de contar con el consentimiento del afectado o con la co-
rrespondiente autorización judicial conforme a lo dispues-
to en el artículo 91 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
cuando resulten preceptivas.

b) Exigir la exhibición de los documentos que sean 
obligatorios según las normas cuyo cumplimiento vigila, 
así como obtener copias y reproducciones. En el caso de 
apreciar indicios de irregularidad que lo justifiquen, podrá 
examinar la documentación mercantil, industrial o contable 
del inspeccionado y sacar notas o copias. 

c) Requerir información sobre cualquier aspecto de la 
actividad inspeccionada que tenga relación con la investi-
gación que esté llevando a cabo. 

d) En el caso de apreciar indicios de irregularidad 
que lo justifiquen, solicitar de terceros datos o anteceden-
tes útiles para la investigación. En particular, podrá reque-
rir información de los datos transmitidos, las actividades 
realizadas y la identificación de los destinatarios de sus 
servicios a los intermediarios de servicios de la sociedad 
de la información, en el marco de lo establecido por la le-
gislación estatal aplicable.

e) Requerir la remisión a las dependencias adminis-
trativas de la documentación necesaria. 

f) Requerir la presencia de los inspeccionados o sus 
representantes en las dependencias administrativas a fin 
de completar las diligencias de inspección e investigación.

g) Realizar in situ las pruebas, análisis, ensayos, me-
diciones o exámenes necesarios, así como tomar mues-
tras para su realización posterior, en la forma y condicio-
nes que se determine reglamentariamente. 

h) Adoptar provisionalmente, en los casos de urgencia, 
aquellas medidas a que se refiere el artículo 20.4 que sean 
imprescindibles para la protección del derecho a la salud y 
seguridad de los consumidores y usuarios, con sometimiento 
al régimen establecido en el artículo 72.2 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

3. Los sujetos inspeccionados deberán permitir, faci-
litar y colaborar con las actuaciones inspectoras, debiendo 
a estos efectos adoptar las medidas que sean necesarias 
y, entre otras, garantizar que el personal tiene las instruc-
ciones oportunas y establecer la organización interna ne-
cesaria que permita una comunicación efectiva con el ins-
pector de consumo.

4. El inspector de consumo deberá actuar en todo 
momento con respeto y deferencia hacia los sujetos ins-
peccionados o quienes atendieran la inspección, debiendo 
mantener estricto sigilo profesional respecto a los datos o 
informaciones obtenidas en el ejercicio de sus funciones. 
Sin perjuicio de responsabilidades de otro tipo, la inobser-
vancia de este deber de sigilo supondrá infracción discipli-
naria muy grave.”
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Cuatro. El artículo 24, Red de laboratorios, pasa a 
numerarse como artículo 24 bis, quedando el artículo 24 
redactado en los siguientes términos:

“Artículo 24.- Las actuaciones inspectoras y su 
formalización. 

1. Las actuaciones inspectoras, salvo que se realicen 
como una diligencia dentro de un procedimiento adminis-
trativo sancionador, se regirán por las siguientes reglas:

a) Se desarrollarán en la forma y momento que me-
jor permita conocer la realidad, con o sin previo aviso, y 
por los medios lícitos que en cada caso se consideren más 
adecuados para la averiguación de los hechos relevantes, 
tales como: la observación de las ofertas o la publicidad en 
cualquier medio de comunicación o servicio de la sociedad 
de la información; la solicitud o demanda de bienes o ser-
vicios, incluso los ofrecidos a distancia; la indagación entre 
los consumidores y usuarios o los empresarios que pue-
dan suministrar datos de interés; la consulta de registros 
y archivos públicos; el examen de documentos o de otro 
material escrito; las visitas a establecimientos o lugares; la 
toma de muestras; o la realización de análisis, ensayos o 
mediciones.

b) Se ajustarán a los principios de congruencia y pro-
porcionalidad, perturbando sólo lo imprescindible la activi-
dad laboral, empresarial o profesional. 

c) El inspector de consumo deberá identificarse pre-
viamente en su condición, salvo en aquellos supuestos ex-
cepcionales en que la finalidad de la inspección pudiera 
frustrarse por tal motivo y ésta se realice en lugares de 
acceso público. En estos casos, se recogerán por escrito 
las causas que justifican tal forma de proceder.

d) La toma de muestras se indemnizará con el valor 
de coste, incluidos gravámenes, salvo que se detectara in-
fracción de la presente ley, en cuyo caso, deberá exigirse 
al responsable el pago de los gastos ocasionados, inclui-
dos los de los análisis y ensayos, además de la sanción 
que se le imponga.

2. El inspector de consumo levantará acta de sus ac-
tuaciones de inspección en los siguientes supuestos:

a) Cuando aprecie indicios de infracción.

b) Cuando realice advertencias o requerimientos de 
subsanación de las irregularidades detectadas.

c) Cuando, de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo anterior, adopte alguna medida provisional para la 
protección de la salud y seguridad de los consumidores y 
usuarios.

d) Cuando tome muestras o haga diligencias simila-
res para posteriores análisis o ensayos.

e) Cuando exija la remisión de documentación o in-
formación que no haya podido ser facilitada en el momento 
de la inspección, o requiera la presencia del inspeccionado 
en las dependencias administrativas.

f) Cuando ejerza las potestades de acceso a locales 
cerrados o las de examen de la documentación mercantil, 
industrial o contable, sin perjuicio de la necesidad de con-

tar con el consentimiento del afectado o con la correspon-
diente autorización judicial conforme a lo dispuesto en el 
artículo 91 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

g) En los demás casos que se establezca reglamen-
tariamente.

3. El acta es un documento público administrativo 
que deberá ir en todo caso firmada por el inspector que la 
cumplimente, así como por el personal auxiliar que, en su 
caso, le haya acompañado. Cuando en la inspección haya 
estado presente el titular, un representante o un empleado 
de la empresa, se le entregará copia y firmará el acta a los 
únicos efectos de reconocer esa presencia, la recepción 
de la copia y demás circunstancias de la inspección, inclui-
da la toma de muestras. Si se negare a firmar, el inspector 
lo hará constar en el acta. A las actas se unirán los docu-
mentos o copias de documentos, recogidos en cualquier 
tipo de soporte material, incluidos los soportes informáti-
cos, las fotografías o el material que en cada caso resulte 
procedente, con la debida identificación.

4. Los hechos recogidos en el acta de inspección, que 
hayan sido directamente constatados por el inspector de con-
sumo en el ejercicio de sus funciones y que se formalicen con 
observancia de los requisitos establecidos en este precepto y 
la normativa que lo desarrolle, tendrán valor probatorio y po-
drán constituir por sí mismos prueba de cargo suficiente para 
imponer la sanción correspondiente, sin perjuicio de las prue-
bas que en defensa de sus respectivos derechos o intereses 
puedan proponer o aportar los administrados.”

Artículo 5.- Modificación de diversos artículos del tí-
tulo III, Infracciones y sanciones, de la Ley 4/1996, de 14 
de junio, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de 
la Región de Murcia.

Uno. Se añaden cinco nuevos apartados al artículo 
25 con la siguiente redacción: 

“14. El fraude en la prestación de servicios de insta-
lación o reparación de bienes y de asistencia en el hogar 
por la innecesaria realización de trabajos o sustitución de 
piezas para conseguir un aumento del precio, aunque el 
usuario haya prestado su consentimiento por las falsas 
indicaciones del sujeto responsable, o por la facturación 
de trabajos no realizados o ejecutados con accesorios de 
peor calidad que los indicados al usuario.

15. El incremento de los precios de los repuestos o 
piezas al aplicarlos en las reparaciones o instalaciones de 
bienes y el cobro injustificado por mano de obra, traslado 
o visita de cantidades muy superiores a los costes medios 
estimados de cada sector.

16. La manipulación fraudulenta en los aparatos o 
sistemas de medición de los productos o servicios suminis-
trados a los consumidores y usuarios.

17. La distribución, suministro, venta u oferta de 
bienes que hayan superado su fecha de caducidad o de 
consumo idóneo, salvo las excepciones que reglamenta-
riamente se prevean para este último supuesto.”

Dos. El apartado 1 del artículo 26 queda redactado 
en los siguientes términos: 



BOLETÍN OFICIAL DE LA REGIÓN DE MURCIA

Sábado, 24 de mayo de 2008Página 16522 Número 120

“1. La venta de bienes o la prestación de servicios 
a precios superiores a los establecidos o autorizados por 
la Administración, comunicados, anunciados al público, 
presupuestados o pactados con el consumidor y usuario; 
y, en general, el incumplimiento de las disposiciones o las 
normas vigentes en materia de precios y márgenes comer-
ciales.” 

Tres. El apartado 8 del artículo 26 queda redactado 
en los siguientes términos: 

“8. El corte del suministro al abonado de servicios pú-
blicos o de interés económico general sin respetar lo dis-
puesto en el artículo 8.g)”.

Cuatro. Se añade un nuevo apartado al artículo 26 
con la siguiente redacción: 

“9. La realización de actividades sin los seguros, ava-
les u otras garantías similares impuestas legalmente en 
beneficio de los consumidores y usuarios.” 

Cinco. Se añaden cinco nuevos apartados al artículo 
27 con la siguiente redacción:

“9. La elaboración, distribución, suministro u oferta 
de productos, bienes o servicios sin cumplir correctamente 
los deberes de información al consumidor o usuario que 
impongan las leyes y los reglamentos en relación con cual-
quiera de los datos o menciones obligatorios y por cual-
quiera de los medios previstos para tal información.

10. La facilitación al consumidor o usuario de infor-
mación de carácter no obligatorio sin atenerse a las nor-
mas que, en su caso, la regule; así como la inclusión en el 
etiquetado de marcados o símbolos que no estén avalados 
por las correspondientes certificaciones.

11. La inclusión en los contratos con consumidores o 
usuarios de reenvíos a condiciones generales contenidas 
en textos o documentos que no se faciliten previa o simul-
táneamente a la conclusión del contrato o sin que se per-
mita al adherente una posibilidad efectiva de conocer su 
existencia y contenido en el momento de la celebración.

12. La inclusión o aplicación de cláusulas abusivas 
en la oferta o promoción de productos o servicios, en los 
contratos o en la propia ejecución de éstos.

13. Las limitaciones o exigencias injustificadas al 
derecho del consumidor de poner fin a los contratos de 
prestación de servicios o suministro de bienes de tracto 
sucesivo o continuado, la obstaculización al ejercicio de tal 
derecho del consumidor a través del procedimiento pacta-
do, la falta de previsión de éste o la falta de comunicación 
al usuario del procedimiento para darse de baja en el ser-
vicio, de conformidad con la legislación estatal aplicable.”

Seis. El apartado 1 del artículo 28 queda redactado 
en los siguientes términos:

“1. La resistencia, negativa u obstrucción a las labo-
res de inspección; la no remisión a las oficinas adminis-
trativas de la documentación requerida; el suministro de 
información o documentación falsa o inexacta; la excusa 
reiterada, la negativa o la resistencia a la comparecencia 
formalmente requerida en las dependencias administrati-

vas; así como el incumplimiento de cualesquiera de los de-
beres impuestos en el artículo 23.3 de la presente ley.” 

Siete. El apartado 5 del artículo 28 queda redactado 
en los siguientes términos: 

“5. El incumplimiento o la falta de colaboración 
de los responsables de la elaboración, distribución, 
comercialización o prestación de bienes y servicios en 
la ejecución de las medidas a que se refieren el párrafo 
primero del artículo 20.4 y el artículo 36.4.”

Ocho. Se añaden tres nuevos apartados al artículo 
28 con la siguiente redacción:

“6. Toda actuación discriminatoria contra consumidores 
o usuarios por sus circunstancias personales o sociales.

7. Aquellas conductas ilegítimamente limitadoras de 
la libertad de elección del consumidor o usuario.

8. Cualquier otro incumplimiento de lo dispuesto en la 
presente Ley y en las disposiciones que la desarrollen.”

Nueve. El artículo 29 queda redactado en los 
siguientes términos: 

“Artículo 29.- Infracciones leves.
Son infracciones leves las tipificadas en esta ley que 

no estén calificadas expresamente como graves o muy 
graves. En todo caso, será infracción leve la recogida en el 
artículo 28.8 de esta ley.”

Diez. El artículo 30 queda redactado en los siguien-
tes términos:

“Artículo 30. Infracciones graves.
1. Son infracciones graves las tipificadas en esta ley 

cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Aquellas recogidas en el artículo 25 que sean con-
currentes, total o parcialmente, con infracciones sanitarias 
graves o hayan servido para facilitarlas o encubrirlas.

b) Haberse cometido dolosamente o con grave ne-
gligencia por falta de los controles, precauciones, actua-
ciones o conocimientos más elementales exigibles según 
la actividad de que se trate; salvo los supuestos de incum-
plimiento de los deberes formales impuestos a los opera-
dores económicos o de irregularidades menores que no 
hayan originado una lesión efectiva del derecho a la salud 
y seguridad o de los derechos o intereses económicos de 
los consumidores y usuarios.

c) Haberse realizado explotando la especial situación 
de inferioridad o indefensión de los consumidores o usua-
rios incluidos en alguno de los colectivos especiales a que 
se refiere el artículo 4.

d) Haberse realizado prevaliéndose el infractor de su 
situación de predominio en un sector del mercado.

e) Cuando en el plazo de un año anterior a la co-
misión de una nueva infracción inicialmente calificable 
como leve, el presunto infractor hubiera sido sancionado 
de manera firme en vía administrativa por la comisión de 
otra infracción de las tipificadas en esta ley, salvo que la 
dimensión o extensión de la actividad del infractor no haga 
especialmente reprochable esta reiteración.
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f) Si calificando la infracción como leve, su comisión 
resultara para el infractor más beneficiosa que el cumpli-
miento de las normas infringidas.

g) La infracción tipificada en el artículo 27.7, cuando 
produzca un riesgo o daño efectivo y grave para la salud y 
seguridad de los consumidores y usuarios.

h) La infracción tipificada en el artículo 27.12, cuando 
se trate de los contratos de compraventa de vivienda o de 
arrendamiento para vivienda habitual.

i) La aplicación de precios o de márgenes comercia-
les en cuantía superior a los establecidos o autorizados 
por la Administración comunicados, anunciados al público, 
presupuestados o pactados, cuando haya generado un be-
neficio ilícito global superior a los 5.000 euros. 

2. Será siempre calificada como infracción grave la 
resistencia, negativa u obstrucción a las labores de inspec-
ción.”

Once. El artículo 31 queda redactado en los siguien-
tes términos:

“Artículo 31.- Infracciones muy graves.
Son infracciones muy graves las tipificadas en esta ley 

cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 
a) Aquellas recogidas en el artículo 25 que sean con-

currentes, total o parcialmente, con infracciones sanitarias 
muy graves o hayan servido para facilitarlas o encubrirlas. 

b) Haber concurrido con una resistencia, negativa u 
obstrucción a la labor inspectora, que haya originado espe-
ciales dificultades en la detección, investigación o persecu-
ción de la conducta infractora. 

c) Haberse realizado aprovechando situaciones de 
necesidad de determinadas personas o de bienes, produc-
tos y servicios de uso o consumo común, ordinario y ge-
neralizado, así como haber originado igual situación en un 
sector o en una zona del mercado. 

d) Haber originado una grave alteración social, pre-
visible en el momento de la comisión, originando alarma 
o grave desconfianza en los consumidores y usuarios o 
afectando muy desfavorablemente a un sector económico.

e) Cuando en el plazo de los tres años anteriores a 
la comisión de la nueva infracción inicialmente calificable 
como grave, el presunto infractor hubiera sido sancionado 
de manera firme en vía administrativa por la comisión de 
otra infracción grave o muy grave de las tipificadas en esta 
ley o condenado ejecutoriamente por un delito en el que 
hubieran resultado perjudicados sujetos en su condición 
de consumidores o usuarios.

f) La aplicación de precios o de márgenes comercia-
les en cuantía superior a los establecidos o autorizados 
por la Administración, comunicados, anunciados al público, 
presupuestados o pactados, cuando haya generado un be-
neficio ilícito global superior a los 50.000 euros.”

Doce. El apartado 5 del artículo 32 queda redactado 
en los siguientes términos: 

“5. Si una infracción es imputada a una persona jurí-
dica se considerarán también como responsables sus ges-

tores, directores o administradores, así como los técnicos 
responsables de la elaboración y control del producto o 
servicio. En ambos supuestos, siempre que sus conductas 
dolosas o gravemente negligentes hayan sido necesarias 
para la comisión de la infracción.” 

Trece. Se añaden dos nuevos apartados al artículo 
32 con la siguiente redacción:

“8. Lo previsto en los puntos 1, 2, 3 y 4 se enten-
derá sin perjuicio de que cuando en relación con los mis-
mos bienes o servicios hayan intervenido distintos sujetos 
como productores, importadores, distribuidores, minoristas 
u otros, cada uno será responsable como autor de la in-
fracción que, en su caso, haya cometido y por ella será 
sancionado de manera independiente. 

9. Será responsable subsidiaria de las sanciones pe-
cuniarias la persona o entidad que, mediante participaciones 
u otros mecanismos societarios o jurídicos, controle o dirija 
las actividades de la responsable principal de la infracción, 
siempre y cuando no se les considere coautores”.

Catorce. El apartado primero del artículo 33 queda 
redactado de la siguiente forma: 

“1. Las infracciones tipificadas en la presente ley po-
drán ser sancionadas en los siguientes términos:

a) Las infracciones leves, con amonestación por es-
crito o multa de 200 a 5.000 euros.

b) Las infracciones graves, con multa comprendida 
entre 5.001 euros y 30.000 euros, cantidad que podrá re-
basarse hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los pro-
ductos o servicios objeto de la infracción.

c) Las infracciones muy graves, con multa compren-
dida entre 30.001 y 600.000 euros, cantidad que podrá 
rebasarse hasta alcanzar el quíntuplo del valor de los pro-
ductos o servicios objeto de la infracción.”

Quince. El artículo 34 queda redactado en los si-
guientes términos:

“Artículo 34.- Graduación de las sanciones.
1. Para la determinación de las sanciones que proceda 

imponer y su extensión, se valorarán todas las circunstan-
cias objetivas y subjetivas con trascendencia para el injusto 
y la reprochabilidad que todavía no hayan sido considera-
das. En particular, se apreciará la concurrencia de las agra-
vantes y atenuantes previstas en los siguientes apartados.

2. Son circunstancias agravantes:

a) Los criterios enumerados en los artículos 30 y 31, 
aunque no se tendrá en cuenta aquel que haya sido utiliza-
do para calificar la gravedad de la infracción. 

b) El efecto perjudicial que la infracción haya podido 
producir sobre los precios y sobre los mismos sectores im-
plicados.

c) La generalización en el número de consumidores y 
usuarios afectados.

d) La reincidencia.

e) El incumplimiento de las advertencias o requeri-
mientos acordados por las administraciones públicas com-
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petentes para la subsanación de las irregularidades detec-
tadas.

f) Haber persistido en la conducta infractora de forma 
continuada o permanente.

g) La concurrencia de elementos que dificulten gra-
vemente la detección o persecución de la infracción.

3. Son circunstancias atenuantes las siguientes, siem-
pre que se realicen con anterioridad a la resolución que pon-
ga fin al procedimiento administrativo sancionador:

a) La corrección diligente de las irregularidades en 
que consista la infracción.

b) La devolución de las cantidades indebidamente 
cobradas.

c) La reparación de los daños y perjuicios ocasiona-
dos al consumidor y usuario. 

d) La colaboración activa con los órganos competen-
tes para evitar o disminuir los efectos de la infracción.

4. A efectos de graduación de la sanción de multa, el 
margen sancionador correspondiente a cada tipo de infrac-
ción según su gravedad se dividirá en dos tramos, inferior 
y superior, de igual extensión. Sobre esta base, se obser-
varán las siguientes reglas:

a) Si concurre una circunstancia atenuante, la san-
ción se impondrá en su mitad inferior. Cuando sean varias, 
en la cuantía mínima de dicha mitad.

b) Si concurre una circunstancia agravante, la san-
ción se impondrá en su mitad superior. Cuando sean va-
rias o una muy cualificada, podrá alcanzar la cuantía máxi-
ma de dicha mitad. 

c) Si no concurren circunstancias atenuantes ni agra-
vantes, el órgano sancionador individualizará la sanción 
dentro de la mitad inferior, atendiendo a todas las circuns-
tancias de la infracción.

d) Si concurren tanto circunstancias atenuantes como 
agravantes, el órgano sancionador las valorará conjunta-
mente, pudiendo imponer la multa entre la cuantía mínima 
y máxima correspondiente. 

5. El órgano sancionador podrá prescindir de las re-
glas establecidas en el apartado anterior, siempre que ello 
sea necesario para evitar que la comisión de la infracción 
resulte más beneficiosa para el infractor que el cumpli-
miento de las normas infringidas.

6. Cuando la aplicación del régimen sancionador 
establecido por la presente ley origine una desproporción 
manifiesta entre la sanción que deba imponerse y la capa-
cidad económica del infractor, el órgano sancionador podrá 
imponer la multa en su grado mínimo.

Dieciséis. Se modifica la cuantía prevista en el artí-
culo 39.2, sustituyéndose la expresión “100.000 pesetas’’ 
por la expresión “600 euros”.

Diecisiete. El apartado 4 del artículo 41 queda re-
dactado en los siguientes términos:

“4. Las sanciones impuestas serán objeto de ejecu-
ción de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 138 de la 

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común y demás normas aplicables.”

Dieciocho. El artículo 43 queda redactado en los si-
guientes términos: 

“Artículo 43.- Prescripción y caducidad.
1. Las infracciones a que se refiere la presente ley 

prescribirán por el transcurso de los siguientes plazos: las 
muy graves, a los tres años; las graves, a los dos; y las le-
ves, a los seis meses. El plazo de prescripción comenzará 
a contarse desde el día en que la infracción se hubiera co-
metido. En cuanto a la interrupción de este plazo se estará 
a lo dispuesto en el artículo 132 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administracio-
nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 
Además, interrumpirán la prescripción las actuaciones ju-
diciales penales y la tramitación de otros procedimientos 
administrativos sancionadores en cuanto tales actuaciones 
impidan iniciar o continuar el procedimiento para sancionar 
las infracciones de esta ley.

2. La acción para perseguir las infracciones caducará 
si, conocida por la Administración competente la existen-
cia de una infracción y finalizadas las diligencias dirigidas 
al esclarecimiento de los hechos, transcurren seis meses 
sin que la autoridad competente ordene incoar el procedi-
miento oportuno. A tal efecto, si hubiera toma de muestras, 
las actuaciones de la inspección se entenderán finalizadas 
después de recibidos los resultados del análisis inicial.

3. El plazo máximo para resolver y notificar la resolu-
ción sancionadora será de nueve meses.

4. Las sanciones por faltas muy graves prescribirán 
a los tres años; las impuestas por faltas graves, a los dos 
años, y las impuestas por faltas leves, al año.

5. La prescripción y la caducidad se apreciarán de 
oficio por parte del órgano competente, sin perjuicio de la 
posibilidad de ser alegadas por el interesado.

6. Si se produjera la prescripción o la caducidad, 
el órgano competente podrá ordenar la incoación de las 
oportunas diligencias para determinar el grado de respon-
sabilidad del funcionario o los funcionarios causantes de 
la demora”.

Diecinueve. El artículo 44 queda redactado en los 
siguientes términos:

“Artículo 44.- Competencia sancionadora. 
1. En el ámbito de la Administración regional, los ór-

ganos competentes para la imposición de las sanciones a 
que se refiere la presente ley son: el Director General de 
Consumo para imponer sanciones por infracciones leves 
y graves; el Consejero competente en materia de defensa 
del consumidor para imponer sanciones por infracciones 
muy graves hasta 250.000 euros; y el Consejo de Gobier-
no para imponer sanciones por infracciones muy graves 
que superen dicha cuantía.

2. Las Administraciones locales tendrán competencia 
sancionadora respecto a las infracciones leves cometidas 
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en su término municipal, en relación con las empresas y 
establecimientos en él domiciliados, y sobre cualesquiera 
infracciones tipificadas en esta ley en las que se incurra 
en el ejercicio de la actividad de venta ambulante en su 
territorio. No obstante, esta competencia podrá ser asumi-
da directamente por los órganos competentes de la Admi-
nistración regional cuando sea conveniente una actuación 
integral a causa de la extensión de la conducta infractora, 
de su gravedad, del número de municipios afectados o de 
la urgencia, previa y preceptiva notificación del acuerdo de 
incoación a las administraciones locales afectadas. Los 
órganos locales competentes para sancionar se determi-
narán conforme a la legislación de régimen local y a sus 
propias normas de organización”.

Artículo 6.- Adición de un nuevo título, con ordi-
nal IV, a la Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de 
los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia. 

Se incorpora un nuevo título, con ordinal IV, del 
siguiente tenor: 

“TÍTULO IV

LA ADMINISTRACIÓN LOCAL EN LA DEFENSA Y 
PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS

Artículo 45.- Competencias locales.
1. Sin perjuicio de las competencias propias de la 

Administración regional como Administración pública com-
petente en materia de defensa del consumidor y usuario, 
corresponde a las Administraciones locales de la Región 
de Murcia velar y promover la protección y defensa de los 
consumidores y usuarios, en sus respectivos ámbitos te-
rritoriales, con el alcance y contenido que les atribuye la 
presente ley y el resto de las normas jurídicas aplicables.

2. En particular, las Administraciones locales tienen 
las siguientes competencias:

a) El desarrollo de actuaciones singulares y genera-
les de información y formación dirigidas a los consumido-
res y usuarios a través de los instrumentos que se con-
sideren adecuados y, en particular, mediante la creación 
de Oficinas Municipales de Información al Consumidor o la 
utilización de los medios de comunicación pública de titu-
laridad local. Con este objeto, podrán recabar la colabora-
ción de las Asociaciones de consumidores y usuarios. 

b) La inspección de consumo con el alcance y facul-
tades previstos en esta ley y, en particular, la inspección 
y control del cumplimiento de la normativa de protección 
del consumidor y usuario en la venta ambulante o no se-
dentaria. La Consejería competente en materia de defensa 
del consumidor y usuario coordinará la actuación de la ins-
pección de consumo local, conforme a lo dispuesto en la 
presente Ley y en las relativas a régimen local.

c) La adopción de las medidas administrativas no 
sancionadoras previstas en los artículos 20.4 y 36.4, siem-
pre que la situación a la que respondan sea estrictamente 
de ámbito local y se pueda afrontar en su totalidad den-
tro del término municipal. En caso contrario, sólo podrán 
adoptar provisionalmente las que sean urgentes, ponién-

dolo en conocimiento inmediato de la Dirección General 
competente en materia de defensa del consumidor y usua-
rio para que ésta adopte los acuerdos procedentes.

d) La colaboración en la aplicación y ejecución de las 
medidas administrativas no sancionadoras a las que se re-
fiere el apartado anterior adoptadas por la Administración 
regional, en los términos que ésta determine.

e) El ejercicio de las acciones judiciales que en de-
fensa de los consumidores y usuarios le reconozca la le-
gislación estatal aplicable, tales como las acciones de 
cesación, retractación y declarativas de condiciones gene-
rales de la contratación. 

f) El apoyo y fomento de las Asociaciones de consu-
midores y usuarios radicadas en su territorio o en cuanto a 
las actividades que realicen en él.

g) El ejercicio de la potestad sancionadora con el al-
cance previsto en el artículo 44.2.

h) Las demás que le atribuyan las leyes, así como el 
ejercicio de las que les delegue la Administración regional 
de conformidad con la legislación estatal y autonómica de 
régimen local. 

3. Todas las actividades y competencias de los mu-
nicipios relacionadas con la defensa y protección de los 
consumidores y usuarios podrán desarrollarse por medio 
de mancomunidades u otras fórmulas asociativas.

Artículo 46.- De la colaboración, coordinación y 
cooperación interadministrativa.

1. Las administraciones públicas de la Región de 
Murcia con competencias en materia de defensa del con-
sumidor y usuario ajustarán su actuación a los principios 
de colaboración, coordinación y cooperación que rigen 
las relaciones interadministrativas, haciendo posible una 
utilización eficaz y eficiente de los recursos humanos y 
materiales de que dispongan y con el objetivo de alcan-
zar un elevado nivel de protección a los consumidores y 
usuarios.

2. Las administraciones locales podrán solicitar la co-
operación, asistencia y auxilio de la Administración regio-
nal para el eficaz ejercicio de sus competencias y ésta sólo 
podrá negarla por las causas previstas en la legislación 
general sobre régimen jurídico de las administraciones pú-
blicas y en la legislación sobre régimen local. Asimismo, 
podrán intimar a la Administración regional el ejercicio de 
sus propias competencias.

3. Las administraciones locales deberán poner en co-
nocimiento de los órganos regionales de defensa del con-
sumidor cualesquiera datos o informaciones que pudieran 
ser relevantes para el ejercicio por aquéllos de sus com-
petencias.

Artículo 47.- Planes sectoriales de coordinación.
1. Si los instrumentos regulados resultaran insu-

ficientes para asegurar la coherencia de la actuación de 
las administraciones públicas de la Región de Murcia en 
el ámbito de la protección y defensa de los consumidores 
y usuarios, el Consejo de Gobierno, de conformidad con lo 
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previsto en la legislación estatal y autonómica de régimen 
local, podrá coordinar la actividad de las administraciones 
locales en esta materia mediante la aprobación de planes 
sectoriales en los que se fijen los objetivos y se determinen 
las prioridades de la acción pública en esta materia.

2. Estos planes serán informados preceptivamente 
por el Consejo Asesor Regional de Consumo y en ningún 
caso podrán suponer menoscabo de las competencias que 
esta ley u otras leyes atribuyan a las administraciones lo-
cales. 

Artículo 7.- Modificación de numeración y adición 
de título a la disposición final única y adición de otra 
nueva a la Ley 4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de 
los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.

Uno. La disposición final única se convierte en dis-
posición final primera, con el título “Desarrollo reglamen-
tario”.

Dos. Se añade una disposición final segunda con la 
siguiente redacción:

“Disposición final segunda. Actualización de las 
cuantías de las sanciones.

El Consejo de Gobierno revisará y actualizará perió-
dicamente las cuantías previstas para las sanciones pe-
cuniarias, teniendo en cuenta la evolución del índice de 
precios al consumo.”

Disposiciones finales

Primera.- Habilitación al Consejo de Gobierno.
Se habilita al Consejo de Gobierno para que en el 

plazo de un año elabore un Texto refundido de la Ley 
4/1996, de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y 
Usuarios de la Región de Murcia, al que se incorporen las 
modificaciones que en su texto ha introducido la presente 
ley, regularizando, aclarando y armonizando ambas dispo-
siciones.

Segunda.- Entrada en vigor.
La presente Ley entrará en vigor a los dos meses 

de su publicación en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia.

Disposición derogatoria

Quedan derogadas todas las normas de igual o infe-
rior rango en lo que contradigan o se opongan a lo estable-
cido en la presente ley. 

Por tanto, ordeno a todos los ciudadanos a los que sea 
de aplicación esta Ley, que la cumplan y a los Tribunales y 
Autoridades que corresponda que la hagan cumplir.

Murcia, 21 de abril de 2008.—El Presidente, Ramón 
Luis Valcárcel Siso.

Consejería de Hacienda y Administración 
Pública

6770 Orden de 20 de mayo de 2008, de la Consejería 
de Hacienda y Administración Pública, por 
la que se modifica la relación de puestos de 
trabajo de la Administración Pública de la 
Región de Murcia.

La Ley de la Función Pública de la Región de Murcia, 
cuyo Texto Refundido fue aprobado por Decreto Legislativo 
1/2001, de 26 de enero, así como la normativa reglamentaria 
que la desarrolla, en especial el Decreto 46/90, de 28 de 
junio, configuran las relaciones de puestos de trabajo como el 
instrumento técnico a través del cual se racionaliza y ordena 
la Función Pública Regional, determinando sus efectivos 
de acuerdo con las necesidades actuales de los servicios 
y precisando los requisitos exigidos para el desempeño de 
cada puesto así como sus características, estableciéndose, 
asimismo, el carácter público de las mismas.

Por Orden de 30 de mayo de 1997, de la Consejería 
de Presidencia, se aprueba la relación de puestos de tra-
bajo de la Administración Pública de la Región de Murcia 
(suplemento n.º 4 del BORM, n.º 131, de 10 de junio).

Por Orden de 22 de enero de 1999, de la Consejería 
de Presidencia, por la que se modifica la relación de pues-
tos de trabajo de la Administración Pública de la Región de 
Murcia (BORM. n.º 36, de 13 de febrero), se hizo pública 
la misma adaptada al modelo establecido por el Decreto 
32/1998, de 4 de junio.

La presente modificación trae causa en la publicación 
del Decreto 73/2008, de 2 de mayo, por el que se modifica el 
Decreto 32/2006, de 2 de abril, por el que se establece la es-
tructura orgánica de la Consejería de Economía y Hacienda, 
que modifica el Capítulo IV, de la Intervención General con-
secuencia de un proceso de reorganización de los órganos 
de control interno, proceso que lleva consiga la ruptura del 
actual marco organizativa basado en la clásica distinción de 
servicios, adoptando un criterio más funcional, en el sentido 
de atender a lo que realmente debe ejercer el órgano de con-
trol interno, en su conjunto, deslindando sus competencias a 
través de lo que se ha dado a denominar “divisiones”.

Se incluye, en esta Orden la modificación de tres 
puestos de trabajo de Técnico de Gestión, del Organismo 
Autónomo Instituto Murciano de Acción Social que se 
adscriben además a la Opción “Medicina General, de la 
Escala Superior de Salud Pública, del Cuerpo Superior 
Facultativo” por necesidades organizativas.

En cuanto a la tramitación de la presente Orden se 
ha seguido el procedimiento establecido en el Decreto 
46/1990, de 28 de junio:

Las propuestas de modificación fueron objeto de 
dación de cuentas en Mesa Sectorial de Administración y 
Servicios de fecha 14 de marzo y 8 de mayo de 2008.

-Las propuestas de modificación de la relación de 
puestos de trabajo han sido informadas por el Consejo Re-


